
  

JUZGADO SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SENTENCIA No. 27 

 

 
 

Bogotá D.C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 

M. DE CONTROL:                Reparación directa 
RADICACIÓN:      11001334306120190024500  
DEMANDANTE:                Claudia Patricia Leguía Pachón   
DEMANDADO:                Contraloría de Bogotá 
 

1. ASUNTO 
 

Una vez surtido el trámite procesal sin que se observe causal de nulidad que 
invalide lo actuado, procede esta instancia judicial a emitir sentencia en el 
proceso de la referencia, surtida a través del medio de control de reparación 
directa impetrada por Claudia Patricia Leguía Pachón en contra de la Contraloría 
de Bogotá como consecuencia de los perjuicios presuntamente causados a la 
demandante con ocasión del proceso de responsabilidad fiscal No. 170100-
0028-13 adelantado en su contra. 
 

2. TEMA PRINCIPAL TRATADO 
 
Responsabilidad patrimonial de la Contraloría de Bogotá derivado de la 
declaratoria de responsabilidad fiscal.  
 

3. ANTECEDENTES 
 

3.1. Pretensiones de la demanda 
 
El 2 de septiembre de 2019, a través de apoderado judicial, la parte activa 
instauró demanda en ejercicio del medio de control de reparación directa, 
subsanada el 29 de octubre de 2019 con las siguientes pretensiones: 
 

“Primera: Que se declare administrativa y patrimonialmente responsable a la 
Contraloría d(sic) Bogotá D.C., al expedir multiplicidad de providencias 
relacionadas con la imputación y/o archivo, de los fallos con o sin 
responsabilidad fiscal, de los diferentes grados de consulta, actos 
administrativos que son violatorios del debido proceso, además por el defecto 
factico debido a la falta de valoración probatoria y por haber operado el 
fenómeno de la caducidad y prescripción para fallar dentro de los 5 años por 
parte del operador fiscal; surtidos dentro del proceso de responsabilidad fiscal 
No. 170100-0028-13, actuaciones que rompieron el principio de igualdad ante 
las cargas públicas frente a la señora Claudia Patricia Leguía Pachón.  
 
Segunda: Que como consecuencia de la anterior declaración se ordene a la 
demandada a reconocer y pagar los perjuicios de orden material a favor de la 
demandante la señora CLAUDIA PATRICIA LEGUÍA PACHÓN, identificada con 
cédula de ciudadanía No. 520.261.476, por mi intermedio en mi condición de 
apoderado, y en calidad de daño emergente, la suma de Ciento sesenta y un 
millones setecientos trece mil cuatrocientos treinta y tres pesos M.L.V. cte. 
($171.713.433), correspondientes al valor de la sanción impuesta y que pagaron 
la compañía seguros del Estado ($132.420.000) y el contratista Luis Ancelmo 
Rodríguez y Cía. Ltda ($39.293.433), y que por ser una deuda solidaria estas 
sumas les serán cobradas a la hoy demandante por los acreedores antes 
mencionados, valor que debe ser actualizado e indexado a la fecha de ejecutoria 
de la sentencia de primera o segunda instancia según sea el caso.  
 
Tercera: Que cono consecuencia de la declaración primera, se ordene a las 
demandadas a reconocer y pagar solidariamente los perjuicios en calidad de 
lucro cesante a la demandante (…)  
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Cuarta: Que como consecuencia de la pretensión número uno, se condene a 
pagar a la demandada los perjuicios en calidad de daño moral a la demandante 
CLAUDIA PATRICIA LEGUÍA PACHÓN, identificada con cédula de ciudadanía 
número 520.261.476, como consecuencia del daño a su buen nombre, porque 
la Contraloría de Bogotá D.C., genero (sic) un reporte negativo de mi prohijada 
ante la Contraloría General de la República y la Procuraduría General de la 
Nación, traducidas en una sanción de tipo y fiscal y disciplinario 
respectivamente, sumado a ello, el hecho de que la zozobra que le generó la 
situación descrita al coartársele la posibilidad de trabajar con el Distrito Capital, 
la suma de trescientos treinta y un millones doscientos cuarenta y seis mil 
cuatrocientos pesos M.L.V, ($331.246.400), equivalente a cuatrocientos salarios 
mínimos legales vigentes. 
 
Quinta: La condena respectiva será actualizada de conformidad con lo previsto 
en el artículo 192 del C.P.A. y C.A., aplicando en la liquidación los intereses 
moratorios, desde la fecha de ocurrencia de los hechos hasta la de ejecutoria 
del correspondiente fallo definitivo.  
 
Sexta: La parte demandada dará cumplimiento a la sentencia, en los términos 
del artículo 192 del C.P.A. y C.A.  
 
SUBSIDIARIAS: 
 
Primera Subsidiaria: Que se declare que la Contraloría de Bogotá D.C., rompió 
el principio de igualdad frente a las cargas públicas respecto de mi representada 
como consecuencia de la expedición de los actos administrativos que dieron 
origen a la responsabilidad fiscal contenida en el proceso de responsabilidad 
fiscal No. 170100-0028-, y que afectado gravemente a mi representada.  
 
Segunda Subsidiaria: Que se declare que la Contraloría de Bogotá D.C., vulnero 
(sic) el principio de confianza legitima respecto de mi representada, puesto que 
ha provocado una desestabilización, cierta, nada razonable y evidente en la 
relación de la administración, representada por la entidad demandada contra mi 
prohijada, porque la omisión que presento (sic) el organismo de control fiscal 
bogotano, al expedir múltiples actos administrativos, no genero (sic) la confianza 
legitima para obtener un fallo sin violación al debido proceso, igualmente al no 
hacer la valoración probatoria detallada y acertada, y motivar las providencias 
expedidas dentro del proceso de responsabilidad fiscal 170100-28-13 de 
acuerdo a las exigencias legales, se vulnero (sic) de manera tajantemente el 
derecho de defensa en el trámite de grado de consulta, y por ende se ha 
sumergido en un defecto factico (Sic) de análisis probatorio de las providencias, 
y además por haber operado el fenómeno de caducidad y prescripción para fallar 
dentro de los 5 años por parte del operador fiscal, como se expondrá en el libelo 
de hechos y en el acápite de fundamentos de derecho.  
 
Tercera Subsidiaria: Que, como consecuencia de la pretensión primera 
subsidiaria y/o pretensión segunda subsidiaria, se indemnice a mi representada 
por las sumas que determine el dictamen pericial si a este hubiere lugar, y por 
las sumas solicitadas por el concepto de daño emergente, lucro cesante y daño 
moral, como consecuencia del fallo con responsabilidad fiscal emitido dentro del 
proceso de responsabilidad fiscal No. 170100-0028-13, pro la falla y/o falta de 
servicio expuesta en líneas anteriores. (…)” 

 

3.2. Hechos relevantes de la demanda: 
 
El sustento fáctico relevante que origina el estudio del presente asunto y que 
se plasmó en la demanda es el siguiente: 
 

a. La Unidad Administrativa Especial de Servicios Púbicos – UAESP 
suscribió contrato RDDJ-20019-17 con Luis Ancelmo Rodríguez y CIA. 
LTDA., cuyo objeto consistía en prestar el servicio de alquiler de 
volquetas para la movilización de materiales para la ampliación de frente 
descargue y además realizar vías para el descargue en el relleno 
sanitario Doña Juana.  
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b. Claudia Patricia Leguía Pachón fue designada como supervisora del 
contrato RDDJ-20019-17.  

  
c. La Dirección Hábitat y Servicios Públicos de la Contraloría de Bogotá 

D.C. determinó que el hallazgo tenía incidencia fiscal, al considerar que 
no se encontraron los soportes de las actividades cobradas y pagadas; 
pese a que los vales si bien eran un medio de control, lo cierto es que 
Aguas de Bogotá no contaba con un procedimiento especial para ello.   
 

d. La Dirección de Hábitat y Servicios Públicos de la Contraloría de Bogotá 
determinó que existía un presunto detrimento patrimonial en la 
ejecución de un contrato en el que Claudia Patria Leguía era 
supervisora, ello a través del hallazgo 13000-015-11, señalándola como 
posible responsable de la situación, sin vincular al contratista respectivo.  
 

e. Al efecto la Contraloría de Bogotá, a través de la Subdirección del 
Proceso de Responsabilidad Fiscal abrió el proceso de responsabilidad 
fiscal No. 170100-0028-13, sin realizar un estudio minucioso del 
material probatorio remitido, ya que no se contaba con la totalidad de 
las bitácoras, sin tener en cuenta que los trabajos realizados por las 
volquetas se desarrollaron en su totalidad.  
 

f. Dentro del auto de apertura tampoco se vinculó al contratista en legal 
forma, como una de las personas que ha contribuyó al daño.  

 

g. La señora Leguía Pachón realizó la entrega del archivo a Aguas de 
Bogotá, así como dio cumplimiento al Manual de Interventoría de la 
Entidad, así como el objeto contractual desarrollado por el contratista 
Luis Ancelmo Rodríguez y CIA LTDA. fueron cumplidas en su totalidad.  
 

h. En auto 021 de 29 de agosto de 2017 la Contraloría de Bogotá decidió 
imputarle responsabilidad fiscal, entre otros a Claudia Patria Leguía 
Pachón.  
 

i. El 20 de septiembre de 2017 Claudia Patricia Leguía Pachón presentó 
solicitud de nulidad y descargos contra el auto del 29 de agosto de 2017.  
 

j. El 20 de septiembre de 2017 decidieron de manera desfavorable la 
solicitud de nulidad presentada, pese a que fue violado el derecho de 
defensa por parte del ente fiscal.  
 

k. El 5 de enero de 2018 mediante auto 001 se determinó fallar sin 
responsabilidad fiscal.  
 

l. El 21 de marzo de 2018 la Dirección de Responsabilidad Fiscal y la 
Jurisdicción Coactiva el resolvió solicitudes de reposición y prescripción 
de la acción, frente a lo cual afirmó se dictó la decisión de manera 
“amañada” sin atender los términos de manera correcta, procediendo a 
dictar de manera apresurada las decisiones que le sucedieron, pese a 
que ya se había configurado el fenómeno jurídico de la prescripción.  

 
3.3. Actuación Procesal: 

 
a. El 5 de noviembre de 2019 Claudia Patricia Leguía Pachón, mediante 

apoderado, interpuso demanda en ejercicio del medio de control de 
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reparación directa contra la Contraloría de Bogotá D.C., con el fin de 
declararla patrimonialmente responsable por los perjuicios materiales e 
inmateriales que le fueron presuntamente causados con ocasión 
del proceso de responsabilidad fiscal No. 170100-0028-13 adelantado en 
su contra.    

 

b. El 15 de octubre de 2019 se inadmitió la demanda. 
 

c. Mediante auto del 5 de noviembre de 2019 se admitió la demanda, que 
fue notificada el 6 de noviembre de 2019 y enviados los traslados el 12 de 
noviembre de 2019.  

 
d. El 12 de febrero de 2020 contestó la demanda la Contraloría de Bogotá.  

 
e. El 17 de noviembre de 2020 fue fijada en lista la contestación de la 

demanda, sin pronunciamiento de la demandante. 
 

f. El 9 de marzo de 2021 se resolvieron las excepciones previas, declarando 
no probada la inepta demanda, indebida escogencia del medio de control 
y caducidad del medio de control, se fijó el litigio, se decretaron las 
pruebas documentales, se estableció como razón para dictar sentencia 
anticipada el literal b numeral 1 del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 
adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 y se corrió traslado 
para alegar de conclusión.  
 

g. El 23 y 24 de marzo de 2021 la demandante y la Contraloría de Bogotá, 
respectivamente, remitieron sus alegaciones oportunamente.   
 

h. La agente del Ministerio Público no presentó concepto.  
 

3.4. Argumentos de las Partes 
 
Parte demandante: Precisó que existe una serie de irregularidades en la 
expedición de los actos administrativos proferidos dentro del proceso de 
responsabilidad fiscal No. 170100-0028/13, ya que se vulneró el derecho de 
defensa de la señora Leguía Pachón, al no valorar las pruebas y demás archivos 
que obraban en Aguas de Bogotá del contrato suscrito con Luis Ancelmo 
Rodríguez y CIA LTDA.  
 
Afirmó que las decisiones adoptadas en el proceso de responsabilidad fiscal, se 
tomaron cuando ya había operado la prescripción de este, y aun así se continuó 
con su trámite, citando decisiones fiscales en las que se resolvieron situaciones 
similares.  
 
Indicó que los actos administrativos en el curso del proceso de responsabilidad 
fiscal No. 170100-0028/13 fueron expedidos con falsa motivación lo cual los 
hace nulos, atendiendo en que se basan en supuestos de hecho y derecho que 
no se atienen a la realidad, citando jurisprudencia del Consejo de Estado 
relacionada con el asunto.  
 
Hizo alusión a la definición de falla del servicio y citó las funciones que le 
competen a la Contraloría de Bogotá.  
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Igualmente mencionó que hubo violación al principio de legalidad, citando 
sentencias relacionadas con la nulidad por vicios de forma y de fondo de 
decisiones adoptadas en el marco de la responsabilidad fiscal.  
 
Parte demandada – Contraloría de Bogotá: Destacó que la señora Leguía 
Pachón tenía todas las posibilidades de ejercer sus derechos de defensa en el 
trámite del proceso de responsabilidad fiscal, el cual cuenta con suficientes 
bases probatorias para haber adoptado las decisiones en él contenido, 
señalando la confusión entre los conceptos de prescripción y caducidad, que 
posee la parte demandante.  
 
Propuso las siguientes excepciones:  
 

- Indebida escogencia del medio de control de reparación directa, ya que 
la parte demandante dejó vencer los términos para interponer la nulidad 
y restablecimiento del derecho, no obstante las pretensiones se 
encuentran relacionadas con este medio de control enmascaradas en un 
falso rompimiento de cargas públicas no sustentada, destacando que la 
fuente del daño sin lugar a dudas son actos administrativos.  
 

- Inepta demanda por falta de los requisitos formales y caducidad del medio 
de control procedente, puesto que de las pretensiones planteadas se 
tiene que existen consecuencias derivadas de la expedición de actos 
administrativos, por lo cual el medio de control procedente no es la 
reparación directa sino la nulidad y restablecimiento del derecho, citando 
jurisprudencia y determinando que el medio de control procedente se 
encuentra caducado.  
 

- Presunción de legalidad de los actos administrativos, señalando que no 
existe ningún elemento que afecte la legalidad de los actos 
administrativos de los que se pretende derivar responsabilidad.  
 

- Inexistencia de los elementos que configuran la responsabilidad del 
Estado, citando apartes jurisprudenciales que los definen, así como el 
requisito de acreditar el daño y el nexo causal.  
 

- Inexistencia del nexo de causalidad, destacando su importancia para 
establecer responsabilidad.  
 

- Inexistencia de la obligación, puesto que no se configuran los elementos 
necesarios para establecer responsabilidad.  
 

- Genérica.  
 

3.5. Alegatos de conclusión y concepto del Ministerio Público 
 
Parte demandante: Allegó sus alegatos el 23 de marzo de 2021. 
 
Determinó que el motivo de la presentación de la demanda fue la decisión 
adoptada por la Contraloría de Bogotá de fallar con responsabilidad fiscal en 
contra de Claudia Patricia Leguía Pachón.  
 
Indicó que no se encontró el contrato individual de trabajo de Claudia Patricia 
Leguía Pachón en el que se determine que las labores encomendadas eran las 
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de prestar apoyo a la supervisión del contrato RSDJ-2009-17, así como tampoco 
la designación de su supervisión.  
 
Determinó que el hallazgo fiscal carecía de pruebas, tampoco se pudo 
demostrar que la actuación fuera irregular y que el daño fiscal fuese 
cuantificable.  
  
Reiteró que existió una inactividad por parte de la Contraloría de Bogotá lo que 
hizo que perdiera competencia para imponer cualquier tipo de sanción lo cual 
implicó una carga pública que no está obligada a soportar.  
 
Parte demandada – Contraloría de Bogotá: El 24 de marzo de 2021 fueron 
presentados las alegaciones (Fls.  c.1).  
 
Destacó que la parte demandante pretende por vía de reparación directa debatir 
actos administrativos que gozan de presunción de legalidad, situación que debió 
ser resuelta a través del medio de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho.  
 
Presentó las definiciones de falla en el servicio y daño especial por ruptura de 
cargas públicas, situación que no se da en el plenario ya que la parte 
demandante pretende el análisis de ilegalidad de los actos administrativos 
acusados, lo cual no se hace por vía de reparación directa.  
 
Concepto del Ministerio Público: Se abstuvo de conceptuar en esta 
oportunidad.  
 

3.6        Pruebas obrantes en el proceso 
 
3.6.1. Documentales  

 
A continuación, se hace relación de los elementos probatorios más relevantes 
allegados al plenario los siguientes documentales:  
 

 Copia el expediente de responsabilidad fiscal No. No. 170100-0028-13 
seguido por la Contraloría de Bogotá, aportado tanto por la parte 
demandante como por la demandada.  

 
4. CONSIDERACIONES  

 
4.1. PRESUPUESTOS PROCESALES  
 
4.1.1 Legitimación en la Causa 
 

a. Legitimación en la causa por activa: 
 
Claudia Patricia Leguía Pachón se encuentra legitimada en la causa por activa 
al ser la investigada y declarada responsable fiscalmente por la Contraloría de 
Bogotá en el proceso de responsabilidad fiscal No. 170100-0028/13.  
 

b. Legitimación en la causa por pasiva: 
 
La Contraloría de Bogotá se encuentra legitimada en la causa por pasiva al ser 
la autoridad que adoptó las decisiones en el proceso de responsabilidad fiscal 
No. 170100-0028/13.  
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4.1.2 Caducidad de la acción  
 
Sobre este punto se estará a lo dispuesto en el auto del 9 de marzo de 2021.  
 
4.2 ANÁLISIS DE LA RESPONSABILIDAD EN EL CASO CONCRETO 
 
4.2.1. Problema Jurídico 
 
Se fijó en el auto del 9 de marzo de 2021 el siguiente problema jurídico principal: 
Con fundamento en el caudal probatorio, establecer si la Contraloría de Bogotá 
D.C. es patrimonialmente responsable de los presuntos perjuicios causados a 
Claudia Patricia Leguía Pachón con ocasión de la desigualdad de cargas 
públicas presentadas con las decisiones contenidas dentro de responsabilidad 
fiscal No. 170100-0028-13 adelantado en su contra.    
 
Una vez resuelto lo anterior, determinar si se configuró una causal exonerativa 
de responsabilidad.  
 
4.2.2. Tesis del Despacho 

 
Conforme al material probatorio obrante dentro del proceso, se considera que no 
hay lugar a determinar la responsabilidad de la Contraloría de Bogotá ya que no 
existe daño antijurídico alguno, porque no se probó el desequilibro de cargas 
públicas con las decisiones adoptadas, ya que los argumentos esbozados por la 
demandante pretenden atacar la legalidad del acto administrativo, presunción 
que se mantiene incólume al no haber sido objeto de debate a través del medio 
de control de nulidad y restablecimiento del derecho.  
  
4.2.3 Régimen de responsabilidad aplicable  
 
Según lo dispuesto en el artículo 90 de la Carta Política, la responsabilidad 
extracontractual tiene como centro de discusión la determinación de un daño 
antijurídico causado a un administrado, y la imputación de este en cabeza de la 
administración pública1 tanto por acción, como por omisión. Dicha imputación 
exige analizar: a) el ámbito fáctico, y; b) la imputación jurídica, concepto que está 
integrado por los siguientes tópicos: 1) atribución conforme a un deber jurídico 
(que opera conforme a los distintos títulos de imputación consolidados en el 
precedente del Consejo de Estado: falla o falta en la prestación del servicio –
simple, presunta y probada-; daño especial –desequilibrio de las cargas públicas, 
daño anormal-; riesgo excepcional), y; 2. La teoría de la imputación objetiva de 
la responsabilidad patrimonial del Estado.  
 
En términos de José Ignacio Manrique Niño: “se supera así, el esquema que se 
seguía anteriormente para declarar la responsabilidad del Estado, en el cual 
primero se miraba el hecho, luego se determinaba la culpa de la administración, 
posteriormente se analizaba la relación de causalidad y finalmente, se establecía 
el daño. Hoy en día, por el contrario, lo primero que se determina es la existencia 
del daño, luego se analiza si es o no antijurídico, y posteriormente se precisa qué 

                                                           
1 Conforme a lo establecido en el Artículo 90 de la Carta Política Colombiana “los elementos indispensables para imputar 
la responsabilidad al estado son: a) el daño antijurídico y b) la imputabilidad del Estado”. Ver: Consejo de Estado, 
Sentencia de 21 de octubre de 1999, Exps.10948-11643.  Es, pues “menester, que además de constatar la antijuridicidad 
del [daño], el juzgador elabore un juicio de imputabilidad que le permita encontrar un título jurídico distinto de la simple 
causalidad material que legitime la decisión; vale decir, ‘la imputatio juris’ además de la ‘imputatio facti’”. Ver: Consejo de 
Estado, Sentencia de 13 de julio de 1993. 
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fue lo que lo originó, lo que conlleva indagar por la causalidad” (Manrique Niño, 
2009). 
 
El daño antijurídico es un concepto que tiene una evolución constante en la 
jurisprudencia del Consejo de Estado, en cuanto se adecúa y actualiza a la luz 
de los principios del Estado Social de Derecho y de realidad social, tal como lo 
ha esgrimido la Corte Constitucional en sentencia C-333 de 19962. 
 
Este puede ser definido como la “lesión real y evaluable económicamente de un 
derecho o de un bien jurídico protegido al interesado o a un grupo de ellos, que 
no están en el deber jurídico de soportar” (Ruíz Orejuela, 2010, pág. 3) o como 
“el detrimento o demérito que sufre una persona en sus derechos o en sus 
sentimientos” (Cubides Camacho, 1999, pág. 193). 
 
El daño tiene un aspecto positivo toda vez que ser efectivo, individualizable y 
verificable, y uno negativo en cuanto debe concretizarse en una efectiva 
vulneración que se realice sin justa causa.  
 
En cuanto al principio de imputabilidad3, se tiene que solo es dable la 
indemnización del daño antijurídico por parte del Estado cuando existe el debido 
sustento fáctico y encaja la atribución jurídica en los hechos narrados en el caso4. 
 
En la imputación se revisa la conducta estatal y el denominado nexo causal. 
 
Para realizar una introducción de los títulos de imputación, la doctrina ha 
coincidido en señalar que tiene su fuente principal en la teoría de la culpa 
(objetivizada)5 (Rodríguez Rodríguez, Derecho Administrativo General y 
Colombiano, 2013, pág. 616) o falla del servicio, que es una responsabilidad 
directa, consistente en la producción de un daño debido a que una persona 
pública no ha actuado cuando debía hacerlo, ha actuado mal o ha actuado 
tardíamente (Rodríguez Rodríguez, Derecho Administrativo General y 
Colombiano, 2013, pág. 616). 
 
No obstante, es incorrecto afirmar que la única fuente hoy de imputación es la 
falla en el servicio toda vez que a nivel judicial se ha venido reconociendo la 
existencia de la responsabilidad estatal sin que se presente el concepto de la 
culpa, es decir, como expresión de la responsabilidad objetiva, tal es el caso de 
la responsabilidad por daño especial, la responsabilidad por riesgo excepcional, 
la responsabilidad por trabajos públicos, la responsabilidad por expropiación y 
ocupación de inmuebles en caso de guerra, la responsabilidad por almacenaje, 

                                                           
2 Corte Constitucional, Sentencia C-333 de 1996. 
3 En los términos de Kant, dicha imputación se entiende: “Imputación (imputatio) en sentido moral es el juicio por medio 
del cual alguien es considerado como autor (causa libera) de una acción, que entonces se llama acto (factum) y está 
sometida a leyes; si el juicio lleva consigo a la vez las consecuencias jurídicas del acto, es una imputación judicial 
(imputatio iudiciaria), en caso contrario, solo una imputación dictaminadora (imputatio diiudicatoria)”. (Kant, 2005). 
4 El “otro principio de responsabilidad patrimonial del Estado es el de imputabilidad. De conformidad con éste, la 
indemnización del daño antijurídico le corresponde al estado cuando exista título jurídico de atribución, es decir, cuando 
de la voluntad del constituyente o del legislador pueda deducirse que la acción u omisión de una autoridad pública 
compromete al Estado con sus resultados”. Corte Constitucional, sentencia C-254 de 25 de marzo de 2003. 
5 El término es usado por Libardo Rodríguez quien afirma: “Esta responsabilidad está basada en la culpa, pero en una 
culpa especial que no corresponde exactamente al concepto psicológico tradicional, que implica que la culpa solo es 
posible encontrarla en la actuación de las personas naturales.  Aquí se trata, se dice, de una culpa objetiva o anónima. 
Preferimos decir culpa objetivizada, es decir, calificada por sus manifestaciones exteriores, pues tradicionalmente se 
consideran opuestos los conceptos de culpa y de responsabilidad objetiva, ya que aquella solo da lugar a responsabilidad 
subjetiva.  Desde este punto de vista puede decir que la responsabilidad por culpa o falla en el servicio es una 
responsabilidad intermedia entre la subjetiva y la objetiva, pues si bien se requiere la existencia de una culpa, no se trata 
de la culpa subjetiva tradicional, sino de una culpa objetivizada. En todo caso, no es responsabilidad objetiva, porque, si 
así lo fuera, las personas públicas deberían responder por todos los daños que causaran en desarrollo de su actividad, 
así fueran completamente lícitos normales” (Rodríguez Rodríguez, Derecho Administrativo General y Colombiano, 2013, 
pág. 616). 
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la falla del servicio presunta (Rodríguez Rodríguez, Derecho Administrativo 
General y Colombiano, 2013, pág. 620). 
 
Con relación a los daños derivados de actos administrativos, 
jurisprudencialmente6 se han establecido tres eventos, en los que 
excepcionalmente se puede demandar dichas situaciones a través del medio de 
control de reparación directa, estableciéndolas así:  
 

 Cuando se pretenda la reparación de perjuicios derivados del acto 
administrativo sin discutir la legalidad de la decisión, situación está que 
hace alusión a la desproporción de cargas públicas por parte de la 
administración, por lo cual su estudio se realiza a través de la 
responsabilidad objetiva bajo el título de imputación de daño especial.  
 

 Cuando se pretende la reparación de perjuicios generados a partir de la 
expedición y ejecución de un acto administrativo ilegal que fuese anulado 
o revocado directamente, situación que es analizada bajo el título de 
imputación de falla en el servicio.  
 

 Finalmente, el tercer evento consiste en si se pretende la reparación de 
los perjuicios derivados de la revocatoria directa o anulación de un acto 
administrativo favorable al administrado, sin el lleno de los requisitos 
legalmente establecidos para ello, caso que se desarrollaría a través del 
título de imputación de falla en el servicio.  
 

Así las cosas, para el estudio del caso concreto se procederán a analizar los 
presupuestos señalados en la jurisprudencia en cita, ello con el fin de establecer 
si hay lugar o no a establecer la responsabilidad de la entidad demandada.  
 
4.2.4. Caso concreto 
 
De las documentales allegadas se pueden obtener los siguientes hechos 
probados:  
 

 El 24 de enero de 2005 mediante Acta No. 009 fue expedido el manual de 
interventoría de Aguas de Bogotá S.A. ESP, del cual se extrae lo siguiente 
(Fls. 139 a 147 c.2 ppal. y 61 a 71 c.1 pruebas):  
 

 
 

 El 9 de octubre de 2009 Aguas de Bogotá S.A. ESP y Claudia Patricia 
Legía Pachón suscribieron contrato individual de trabajo a término fijo, 

                                                           
6 Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Tercera, C.P. Hernán Andrade Rincón, Sentencia 

del 4 de noviembre de 2015, Radicado No. 52001233100020000000301  
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para que esta última desempeñara el cargo de especialista ambiental, por 
un plazo de 6 meses (Fls.149 a 151 c.2 ppal. y 73 a 75 c.1 pruebas). 

 

 El 16 de diciembre de 2009 Aguas de Bogotá S.A. ESP suscribió el 
Contrato No. RSDJ-2009-17 con Luis Ancelmo Rodríguez & CIA LTDA. 
con las siguientes características (Fls. 88 a 112 c.2 ppal. y 12 a 29 c.1 
pruebas):  

 
Cláusula Contenido 

Objeto “EL CONTRATISTA se compromete a prestar el servicio de 
alquiler de dos volquetas doble troque de 15 metros cúbicos 
en el Relleno Sanitario Doña Juana de Bogotá D.C., para la 
movilización de materiales para la ampliación del frente de 
descargue y además el de realizar vías para el descargue y 
salida de los vehículos.  
 
PARÁGRAFO: El CONTRATISTA será responsable del 
estado de operatividad de los vehículos en forma permanente 
y suministrará con ella el combustible, los accesorios, 
conductores, mantenimiento diario, reparaciones mayores, 
lubricantes, filtros, aceites, transportes, stand by y todos 
aquellos requisitos que aseguren el cumplimiento del objeto 
del contrato a cabalidad.” 
 

Valor Se pactó un valor de $96.050.000, adicionado de la siguiente 
manera:  

- Modificación 01 por la suma de $36.550.000. 
- Modificación 02 por la suma de $153.000.000. 
- Modificación 03 por la suma de $331.500.000 
- Modificación 04 por la suma de $134.700.000 
- Modificación 0 

Forma de pago “AGUAS DE BOGOTÁ pagará mensualmente al 
CONTRATISTA la suma aprobada por el supervisor del 
contrato contra la presentación de la factura.  
 
Los pagos serán cancelados mensualmente durante el 
periodo de vigencia del contrato y a partir de la firma de la 
orden de inicio de actividades, previo cumplimiento de los 
siguientes requisitos:  
 

 Radicación de las facturas dirigidas a AGUAS DE 
BOGOTÁ en original y dos (2) copias junto con el 
acta mensual aprobada por el Supervisor antes del 
décimo (10) día de cada mes  

 Presentación de la constancia, al día del pago del 
cumplimiento de las obligaciones frente a los 
sistemas generales de seguridad social y aportes 
parafiscales, de conformidad con las normas legales 

 Aprobación de la factura por parte del SUPERVISOR 
designado por AGUAS DE BOGOTÁ  

 Encontrarse vigentes las pólizas y garantías objeto 
del contrato.” 
  

Plazo  113 días contados desde la suscripción de la orden de inicio, 
prorrogado por:  

- Modificación 01: hasta el 9 de junio de 2010. 
- Modificación 02: por un mes más. 
- Modificación 03: hasta el 11 de septiembre de 2010. 
- Modificación 04: por un mes más. 
- Modificación 05: por un mes más.  

Supervisión  “La supervisión del cumplimiento de las obligaciones por 
parte de EL CONTRATISTA se ejercerá directamente por 
AGUAS DE BOGOTÁ a través del Jefe Operativo del Relleno 
Sanitario” 
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 El 24 de marzo de 2010 Aguas de Bogotá S.A. ESP y Claudia Patricia 

Legía Pachón suscribieron la modificación 1 al contrato individual de 
trabajo en el cual se prorrogó hasta el 9 de junio de 2010 (Fls. 152 c.2 
ppal. y 76 c.1 pruebas).  
 

 El 8 de junio de 2010 Aguas de Bogotá S.A. ESP y Claudia Patricia Legía 
Pachón suscribieron la modificación 2 al contrato individual de trabajo en 
el cual se prorrogó hasta el 10 de julio de 2010 (Fls. 152 reverso c.2 ppal. 
y 76 c.1 pruebas).  
 

 El 12 de octubre de 2010 Aguas de Bogotá S.A. ESP y Claudia Patricia 
Legía Pachón suscribieron la modificación 3 al contrato individual de 
trabajo en el cual se prorrogó por un mes más (Fls. 154 reverso c.2 ppal. 
y 78 c.1 pruebas).  
 

 El 11 de noviembre de 2010 Aguas de Bogotá S.A. ESP y Claudia Patricia 
Legía Pachón suscribieron la modificación 4 al contrato individual de 
trabajo en el cual se prorrogó por un mes más (Fls. 154 reverso c.2 ppal. 
y 78 c.1 pruebas).  
 

 El 30 de noviembre de 2010 Claudia Patricia Leguia Pachón en calidad 
de supervisora del contrato RSDJ-17-2009 procedió a suscribir acta de 
liquidación final del contrato con Luis Ancelmo Rodríguez Gutiérrez, del 
que se concluyó (Fls. 763 a 765 c.4 ppal. y 688 a 690 c.3 de pruebas):  
 

 
 

 Entre el 12 de septiembre al 22 de noviembre de 2011 se adelantó 
auditoría a Aguas de Bogotá S.A. E.S.P. por parte de la Dirección de 
Hábitat y Servicios Púbicos, registrando el hallazgo fiscal No. 130000-
015/11 del periodo evaluado 2009 a 2011, estableciendo como presuntos 
responsables a Hernando Wilson Zabala Fandiño y Claudia Patricia 
Leguía Pachón, a cauda de los siguientes hechos (Fls.77 a 80 c.2 ppal. y 
1 a 4 c.1 pruebas): 
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 El profesional especializado 22-07 de la Dirección de Hábitat y Servicios 

Públicos de la Contraloría de Bogotá realizó las siguientes visitas 
administrativas fiscales (Fls. 133 y 135 c.2 ppal. y 57 y 59 c.1 pruebas):  

 
Fecha de la visita Información de la visita 

17 de diciembre 
de 2012 

Realizó la solicitud de la siguiente información:  

 
La cual no pudo ser suministrada en le mencionada fecha 
atendiendo a que se encontraba en el archivo de la entidad.  
 

24 de diciembre 
de 2012 

Le suministraron la siguiente información:  
 

 
 

 

 El 14 de marzo de 2013 la Contraloría de Bogotá emitió el auto de apertura 
de proceso de responsabilidad fiscal No. 170100-026/13, vinculando entre 
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otros a Hernando Wilson Zabala Fandiño y Claudia Patricia Leguía 
Pachón (Fls. 724 a 729 c.4 ppal  y 649 a 654 c.3 de pruebas). 
  

 El 1 de abril de 2013 Claudia Patricia Leguía Pachón se notificó 
personalmente del auto del 14 de marzo de 2013 (Fls. 732 c.4 ppal. y 658 
c.3 de pruebas).  
 

 El 9 de abril de 2013 Claudia Patricia Leguía Pachón rindió versión libre 
dentro del proceso de responsabilidad fiscal No. 170100-026/13, allí 
informó que ingresó a través de contrato a término fijo a la Empresa Aguas 
de Bogotá el 9 de octubre de 2009 en calidad de especialista ambiental 
con prorrogas sucesivas, realizado un relato sobre la labor que 
desempeñó respecto del hallazgo fiscal encontrado, del cual se extrae lo 
siguiente (Fls. 743 a 745 c. 4 ppal. y 668 a 670 c.3 de pruebas):  
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(…) 

 
 

 El 24 de febrero de 2017 la Subdirección de Proceso de Responsabilidad 
Fiscal de la Contraloría de Bogotá profirió el auto 028 mediante el cual se 
archivó el proceso fiscal en contra de Claudia Patricia Leguía Pachón 
destacando la siguiente consideración (Fls.771 a 782 c.4 ppal. y 696 a 
707 c.3 de pruebas):  
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 El 7 de abril de 2017 la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción 
Coactiva de la Contraloría de Bogotá emitió el auto por el cual resolvió el 
grado de Consulta en el cual revocó la decisión de archivo contenida en 
el auto 028 del 24 de febrero de 2017 (Fls.784 a 789 c.4 ppal. y 709 a 714 
c.3 de pruebas): 

 
(…) 
 

 

 
 

  El 22 de mayo de 2017 la Subdirección de Proceso de Responsabilidad 
Fiscal de la Contraloría de Bogotá profirió el auto 079 mediante el cual se 
archivó el proceso fiscal en contra de Claudia Patricia Leguía Pachón 
reiterando que no se evidenciaba un detrimento patrimonial por los hechos 
investigados (Fls. 793 a 868 c.4 ppal. y 718 a 733 c.3 de pruebas).  
 

 El 30 de junio de 2017 la Dirección de Responsabilidad Fiscal y 
Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá emitió el auto por el cual 
resolvió el grado de Consulta en el cual revocó la decisión de archivo 
contenida en el auto 079 del 22 de mayo de 2017 (Fls.810 a 818 c.4 ppal. 
y 735 a 744 c.3 de pruebas):  
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 El 9 de agosto de 2017 la Subdirección de Proceso de Responsabilidad 
Fiscal de la Contraloría de Bogotá profirió el auto mediante el cual ordenó 
la vinculación de Seguros del Estado S.A. dentro del proceso de 
responsabilidad fiscal No. 170100-0028/13 (Fls.874 a 876 c.5 ppal. y 799 
a 802 c.4 de pruebas).  
 

 El 29 de agosto de 2017 la Subdirección de Proceso de Responsabilidad 
Fiscal de la Contraloría de Bogotá profirió el auto 021 mediante el cual se 
imputó responsabilidad fiscal a Claudia Patricia Leguía Pachón, dentro del 
proceso No. 170100-0028/13, bajo las siguientes consideraciones 
(Fls.874 a 897 c.5 ppal. y 804 a 822 c.4 de pruebas): 
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 El 8 de septiembre de 2017 fue notificado el auto 021 del 29 de agosto de 
2017 a Claudia Patricia Leguía Pachón (Fls. 903 c.5 ppal. y 828 c.4 de 
pruebas).  
 

 El 20 de septiembre de 2017 la Subdirección de Proceso de 
Responsabilidad Fiscal de la Contraloría de Bogotá negó la solicitud de 
nulidad presentada por Claudia Patricia Leguía Pachón dentro del 
proceso No. 170100-0028/13 (Fls. 909 a 911 c.5 ppal. y 840 a 842 c.4 de 
pruebas).  
 

 El 18 de octubre de 2017 la Subdirección de Proceso de Responsabilidad 
Fiscal de la Contraloría de Bogotá negó las pruebas dentro del proceso 
No. 170100-0028/13 (Fls. 958 a 960 c.5 ppal. y 889 a 891 c.4 de pruebas). 
 

 El 8 de noviembre de 2017 la Subdirección de Proceso de 
Responsabilidad Fiscal de la Contraloría de Bogotá confirmó la decisión 
de negar las pruebas dentro del proceso No. 170100-0028/13 y concedió 
el recurso de apelación (Fls. 964 a 966 c.5 ppal. y 895 a 897 c.4 de 
pruebas).  
 

 El 4 de diciembre de 2017 la Dirección de Responsabilidad Fiscal y 
Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá confirmó la decisión de 
negar las pruebas dentro del proceso No. 170100-0028/13 (Fls.968 a 975 
c.5 ppal. y 899 a 906 c.4 de pruebas).  
 

 El 5 de enero de 2017 la Subdirección de Proceso de Responsabilidad 
Fiscal de la Contraloría de Bogotá emitió el fallo dentro del proceso No. 
170100-0028/13, en el que no encontró la responsabilidad fiscal de 
Claudia Patricia Leguía Pachón, bajo las siguientes consideraciones 
(Fls.979 a 991 c.5 ppal. y 910 a 922 c.4 de pruebas): 
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(…) 

 

 
 

 El 15 de enero de 2018 se notificó el fallo proferido por la Subdirección de 
Proceso de Responsabilidad Fiscal de la Contraloría de Bogotá (Fls.998 
c.5 ppal. y 929 c.4 de pruebas).  
 

 El 21 de febrero de 2018 la Dirección de Responsabilidad Fiscal y 
Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá resolvió el grado de 
consulta dentro del proceso No. 170100-0028/13, en el que revocó la 
decisión de primera instancia y procedió a fallar con responsabilidad fiscal 
entre otros a Claudia Patricia Leguía Pachón, decisión notificada el 28 de 
febrero de 2018 (Fls. 1004 a 1025 c.5 ppal. y 935 a 956 c.4 de pruebas ): 
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 El 28 de febrero de 2018 se notificó el auto del 21 de febrero de 2018 a 
Claudia Patricia Leguía Pachón (Fls. 1032 c.5 ppal. y 963 c.4 de pruebas). 
  

 El 21 de marzo de 2018 la Dirección de Responsabilidad Fiscal y 
Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá confirmó la decisión 
proferida el 21 de febrero de 2018 (Fls. 1106 a 1112 c.5 ppal. y 1030 a 
1042 c.4 de pruebas). 
 

 El 31 de mayo de 2018 la Subdirección de Jurisdicción Coactiva de la 
Contraloría de Bogotá recoció el pago de la condena de responsabilidad 
fiscal, cesando el cobro coactivo en contra de Claudia Patricia Leguía 
Pachón (Fls. 1141 a 1143 c.5 ppal.).  

 
 

Así las cosas, se debe establecer que en el asunto se pretende derivar el daño 
de la presunta declaratoria de responsabilidad fiscal de Claudia Patricia Leguía 
Pachón, dictada en actuación administrativa del 21 de febrero de 2018 y el 
posterior cobro coactivo de esta condena, ya que en su concepto los actos 
administrativos fueron proferidos bajo falsa motivación, vulneración de los 
derechos de defensa y debido proceso de la aquí demandante, y adicionalmente 
fueron proferidos pese a haber operado el fenómeno de prescripción de la acción 
fiscal.  
 
Como bien se explicó en el acápite anterior los actos administrativos pueden 
generar daños antijurídicos, que excepcionalmente al no debatir la legalidad de 
estos, pueden ser reclamados en reparación directa, sin embargo, este no es el 
caso ya que: 
  

 Los perjuicios que se pretenden, a través de la reparación se derivan de 
los actos administrativos proferidos por la Contraloría de Bogotá y 
claramente se pretende discutir su legalidad, proponiendo de manera 
literal la causal de falsa motivación e ilegalidad de la decisión. Seguido a 
ello y aun cuando no se discutiera lo relacionado a la legalidad, no se 
demostró que la situación genere desproporción de cargas públicas por 
parte de la administración ya que se tiene que las decisiones se 
encuentran enmarcadas en el desarrollo de un hallazgo fiscal, poseen 
sustento probatorio suficiente tal como se observa del proceso de 
responsabilidad fiscal No. 170100-0028/13, decisiones que se encuentran 
en firme y son legales al no haberse discutido tal situación en nulidad y 
restablecimiento del derecho.  
 

 Los actos administrativos proferidos no corresponden a la expedición o 
ejecución de un acto administrativo ilegal que fuese anulado o revocado 
directamente.  
 

 Finalmente, la reparación de los perjuicios no se deriva de la revocatoria 
directa o anulación de un acto administrativo favorable a la administrada, 
sin el lleno de los requisitos legalmente establecidos para ello.  
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En conclusión no se cumple con los presupuestos para establecer la 
responsabilidad de la entidad demandada ante la ausencia de elementos que 
configuren el daño antijurídico, en consideración a que se observa que no existe 
una desproporción de las cargas públicas ya que el prejuicio reclamado se 
encuentra contenido en actos administrativos legales proferidos por la entidad, 
sin que estos tuviesen debate de legalidad en nulidad y restablecimiento del 
derecho; razones estas suficientes para negar las pretensiones de la demanda.  
 

5. COSTAS 
 

En el caso bajo estudio el despacho no encontró fundamentos suficientes para 
condenar en costas a la parte vencida, razón por la que se abstuvo de reconocer 
ese concepto en esta instancia a cargo del demandado (artículo 188 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y el artículo 
365 del Código General del Proceso). 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SESENTA Y UNO (61) 
ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C – SECCIÓN 
TERCERA administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 
autoridad de la Ley, 

 
FALLA: 

 
PRIMERO: NEGAR las pretensiones de la demanda, de conformidad con lo 
expuesto dentro de la parte motiva de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: Sin condena en costas en esta instancia. 
 
TERCERO: Ejecutoriada la sentencia, remítase el expediente a la oficina de 
apoyo de los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá para la 
liquidación de los gastos procesales y devolución de remanentes si los hubiere. 
 
CUARTO: Una vez cumplido lo anterior, por secretaría ARCHIVAR el 
expediente. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
   

EDITH ALARCÓN BERNAL 
JUEZA 

CAM 
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